
COMISIÓN / FRANCIA 

I N F O R M E PARA LA VISTA 

presentado en el asunto 220/83 * 

I. Hechos y fase escrita 

1. El sector del coaseguro, es decir, del se­
guro caracterizado por la participación de 
varios aseguradores, ha sido objeto de las si­
guientes Directivas de armonización. 

a) La Directiva 73/239 del Consejo, de 24 
de julio de 1973, sobre coordinación de las 
disposiciones legales, reglamentarias y admi­
nistrativas relativas al acceso a la actividad 
del seguro directo distinto del seguro de 
vida y a su ejercicio (DO L 228, p. 3; EE 
06/01, p. 143), ha sido adoptada con arre­
glo al apartado 2 del artículo 57 del Tra­
tado y tiene por objeto facilitar la creación 
de agencias y de sucursales de empresas de 
seguros de otros Estados miembros me­
diante la coordinación de las condiciones de 
acceso y de ejercicio de las actividades de 
las empresas de seguros directos cuyo domi­
cilio social se encuentre dentro de la Comu­
nidad (artículos 6 al 22), así como de las ac­
tividades de las agencias o sucursales esta­
blecidas dentro de la Comunidad y pertene­
cientes a empresas de seguros directos cuyo 
domicilio social se encuentre fuera de la 
Comunidad (artículos 23 al 29). 

En virtud de dicha Directiva, el acceso a la 
actividad de seguro directo en el territorio 
de un Estado miembro estará supeditado a 
la concesión de una autorización adminis­
trativa, tanto para las empresas que tengan 
su domicilio social dentro de la Comunidad 
como para aquéllas cuyo domicilio social se 
encuentre fuera de la Comunidad (artícu­
los 6 al 23). 

Más concretamente, por lo que respecta a 
las empresas cuyo domicilio social se en­
cuentre dentro de la Comunidad, la Direc­

tiva, en los apartados 1 y 2 del artículo 6, 
prevé lo siguiente: 

«1) Cada Estado miembro supeditará a la 
obtención de autorización administra­
tiva el acceso a la actividad de seguro 
directo en su territorio. 

2) Dicha autorización habrá de ser solici­
tada, ante la autoridad competente del 
Estado miembro afectado, por: 

a) la empresa que fija su domicilio so­
cial en el territorio de dicho Estado; 

b) la empresa cuyo domicilio social se 
encuentre en otro Estado miembro y 
que abra una sucursal o una agencia 
en el territorio del Estado miembro 
interesado; 

c) la empresa que, después de haber re­
cibido la autorización contemplada 
en las letras a) o b), amplíe en el te­
rritorio de dicho Estado sus activida­
des a otros ramos; 

d) la empresa que, obtenida la autori­
zación para una parte del territorio 
nacional con arreglo al apartado 1 
del artículo 7, amplíe su actividad 
fuera de dicha parte.» 

La autorización de la que se trata «será vá­
lida para el conjunto del territorio nacional, 
salvo que, en la medida en que la legislación 
nacional lo permita, el solicitante la pida 
para ejercer su actividad sólo en una parte 
del territorio nacional» (apartado 1 del artí­
culo 7). 

Por otra parte, la Directiva 73/239 regula el 
control de las condiciones de ejercicio de la 
actividad de seguro directo y, en particular, 
de la situación financiera de las empresas 
autorizadas (artículo 13). A este respecto, la 
autoridad de control del Estado miembro en 

* Lengua de procedimiento: francés. 
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cuyo territorio esté situado el domicilio so­
cial de la empresa deberá comprobar el es­
tado de solvencia de la misma para el con­
junto de sus actividades (artículo 14). Ade­
más, la Directiva establece normas relativas 
a la constitución de un margen de solvencia 
suficiente relativo al conjunto de sus activi­
dades y correspondiente al patrimonio no 
comprometido de la empresa (artículos 16 al 
18). En cuanto a las reservas técnicas, la Di­
rectiva prevé que deberán ser suficientes y 
estar representados por activos congruentes 
y localizados en cada país de explotación 
(artículo 15), si bien, por otra parte, reserva 
la coordinación en esta materia a Directivas 
ulteriores. 

En materia de control de las empresas de 
que se trata, el artículo 19 dispone: 

«1) Cada Estado miembro obligará a las 
empresas que tengan su domicilio social 
en su territorio a rendir cuenta anual­
mente, para todas sus operaciones, de 
su situación y de su solvencia. 

2) Los Estados miembros exigirán a las 
empresas que ejerzan su actividad en su 
territorio la presentación periódica de 
los documentos que sean necesarios 
para ejercer el control, así como de los 
documentos estadísticos. Las autorida­
des de control competentes se comuni­
carán los documentos e informaciones 
útiles para el ejercicio del control.» 

Por último, la Directiva prevé una estrecha 
colaboración entre la Comisión y las autori­
dades competentes de los Estados miembros 
«para facilitar el control del seguro directo 
dentro de la Comunidad y para examinar 
las dificultades que pudieran surgir en la 
aplicación de la Directiva» (artículo 33). 

b) La Directiva 78/473 del Consejo, de 30 
de mayo de 1978, sobre coordinación de las 
disposiciones legales, reglamentarias y admi­
nistrativas en materia de coaseguro comuni­

tario (DO L 151, p. 25; EE 06/02, p. 28) 
fue adoptada con arreglo a los artículos 57, 
apartado 2, y 66 del Tratado, y regula de 
modo específico las operaciones de coase­
guro comunitario. A tenor del párrafo 1 del 
apartado 2 del artículo 1, se refiere a «los 
riesgos cuya garantía, por la naturaleza o 
importancia de los mismos, exija la partici­
pación de varios aseguradores». El apartado 
1 del artículo 2 precisa que solamente esta­
rán reguladas las operaciones de coaseguro 
comunitario que cumplan las condiciones si­
guientes : 

«a) el riesgo, con arreglo al apartado 1 del 
artículo 1, ha de estar cubierto por va­
rias empresas de seguros, en lo sucesivo 
denominados «coaseguradores», una de 
las cuales será la entidad abridora, de 
forma no solidaria, por medio de un 
contrato único, mediante una prima 
global y para una misma duración; 

b) dicho riesgo ha de estar localizado den­
tro de la Comunidad; 

c) para garantizar dicho riesgo, la entidad 
abridora ha de estar autorizada en las 
condiciones previstas por la primera Di­
rectiva de coordinación, es decir, ha de 
ser tratada como el asegurador que cu­
briría la totalidad del riesgo; ' 

d) al menos uno de los coaseguradores ha 
de participar en el contrato por medio 
de su domicilio social o de una agencia 
o sucursal establecidos en un Estado 
miembro distinto del Estado de la enti­
dad abridora; 

e) la entidad abridora ha de asumir plena­
mente la función que le corresponde en 
la práctica del coaseguro y, en particu­
lar, ha de determinar las condiciones de 
seguro y de tarificación.» 

1 — N. del T. Parece que donde la EE dice «asegurado» debe 
decir «asegurador» («assureur» en francés). 
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Por el contrario, las operaciones de coase­
guro que no cumplan estas condiciones o 
que se refieran a riesgos distintos de los 
enumerados en el artículo 1 «seguirán some­
tidas a las legislaciones nacionales existentes 
en el momento de la entrada en vigor de la 
presente Directiva» (párrafo 2 del artí­
culo 2). 

La adopción del apartado 1 del artículo 2 
dio lugar a la declaración siguiente, que fi­
gura en el acta de la reunión del Consejo de 
23 de mayo de 1978: 

«El Consejo subraya que la adopción de la 
presente Directiva y, en particular, del apar­
tado 1 de su artículo 2, no prejuzga en ab­
soluto la solución de la controversia entre 
los Estados miembros y la Comisión acerca 
de la interpretación que debe darse a las 
sentencias del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas en materia de libre 
prestación de servicios (33/74, Van Binsber-
gen). 

»Dicho texto no prejuzga en absoluto las 
disposiciones nacionales relativas al estable­
cimiento de la entidad abridora, que deben 
enjuiciarse en función del Tratado y, en úl­
tima instancia y llegado el caso, por el Tri­
bunal de Justicia.» 

Para las empresas que tengan su domicilio 
social en un Estado miembro y que estén 
sometidas y cumplan las disposiciones de la 
Directiva 73/239, la facultad de participar 
en un coaseguro comunitario no podrá su­
peditarse a ninguna otra disposición aparte 
de las contenidas en la Directiva 78/473 
(artículo 3). 

Las condiciones y modalidades del coase­
guro comunitario constituyen el objeto, en 
particular, de las disposiciones siguientes: 

«Artículo 4 

1) El importe de las reservas técnicas será 
determinado por los distintos coasegura­

dores de acuerdo con las normas fijadas 
por el Estado miembro en que estén es­
tablecidos o, en su defecto, de acuerdo 
con las prácticas que se utilicen en él. No 
obstante, la reserva para siniestros pen­
dientes de liquidación será por lo menos 
igual a la determinada por la entidad ab­
ridora de acuerdo con las normas o con 
las prácticas del Estado en que esté esta­
blecida. 

2) Las reservas técnicas constituidas por los 
distintos coaseguradores estarán repre­
sentadas por activos congruentes. No 
obstante, los Estados miembros podrán 
suavizar la regla de la congruencia para 
tener en cuenta las necesidades de la co­
rrecta gestión de las empresas de segu­
ros. Los activos estarán localizados ya 
sea en el Estado miembro en el que estén 
establecidos los coaseguradores, ya sea 
en el Estado miembro en el que esté es­
tablecida la entidad abridora, a elección 
del asegurador. 

Artículo 5 

Los Estados miembros velarán por que los 
coaseguradores establecidos en su territorio 
dispongan de elementos estadísticos que 
pongan de manifiesto la magnitud de las 
operaciones de coaseguro comunitario y los 
países correspondientes. 

Artículo 6 

Las autoridades de control de los Estados 
miembros colaborarán estrechamente para la 
ejecución de la presente Directiva y, a tal 
fin, se comunicarán cualquier información 
necesaria.» 

Por otra parte, la Directiva 78/473 prevé la 
estrecha colaboración entre la Comisión y 
las autoridades de control de los Estados 
miembros (artículo 8): 
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«La Comisión y las autoridades competentes 
de los Estados miembros colaborarán estre­
chamente en el examen de las dificultades 
que pudiesen surgir en la aplicación de la 
presente Directiva. 

»En el marco de dicha colaboración, se exa­
minarán en especial las posibles prácticas 
que revelen que las disposiciones de la pre­
sente Directiva y, en particular, las del apar­
tado 2 del artículo 1 y del artículo 2, se des­
vían de su objeto, bien porque la entidad 
abridora no desempeña la función que le 
corresponde en la práctica del coaseguro, 
bien porque los riesgos no requieren mani­
fiestamente la participación de varios asegu­
radores para su garantía.» 

Por último, según los cuatro primeros consi­
derandos de la Directiva, ésta ha sido dic­
tada especialmente: 

«Considerando que es conveniente facilitar 
el ejercicio efectivo de la actividad de coase­
guro comunitario mediante un mínimo de 
coordinación a fin de evitar distorsiones en 
la igualdad de derechos y desigualdades de 
trato, sin atentar contra el régimen de liber­
tad existente en varios Estados miembros; 

»Considerando que dicha coordinación se 
refiere únicamente a las operaciones de coa­
seguro que presenten el mayor interés desde 
el punto de vista económico, es decir, aque­
llas que, por su naturaleza o importancia, 
puedan ser cubiertas por el coaseguro inter­
nacional; 

»Considerando que la presente Directiva 
constituye de este modo un primer paso 
para la coordinación de todas las operacio­
nes que puedan practicarse en libre presta­
ción de servicios; que, por otra parte, éste es 
el objetivo de la propuesta de segunda Di­
rectiva del Consejo sobre coordinación de 
las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas referentes al seguro directo 
distinto del seguro de vida y por la que se 
establecen las disposiciones destinadas a fa­
cilitar el ejercicio de la libre prestación de 
servicios [...]; 

»Considerando que la entidad abridora está 
mejor situada que los demás coaseguradores 
para evaluar los siniestros y determinar el 
importe mínimo de las reservas para sinies­
tros pendientes de liquidación.» 

c) La mencionada propuesta de segunda 
Directiva del Consejo (DO 1976, C 32, 
p. 2) fue presentada por la Comisión el 30 
de diciembre de 1975. Dicha propuesta, se­
gún resultó modificada en febrero de 1978 
previo dictamen del Comité Económico y 
Social y del Parlamento Europeo, tiene por 
objeto establecer las disposiciones específi­
cas adecuadas para facilitar el ejercicio efec­
tivo de la libre prestación de servicios a las 
empresas y ramos de seguros contemplados 
en la Directiva 73/239, anteriormente ci­
tada, en particular en lo que respecta al cál­
culo de las reservas técnicas, a las normas 
aplicables a los contratos de seguro y al 
control de las empresas de que se trata. 

De los autos se desprende que se han reali­
zado progresos notables en cierto número 
de puntos, a saber, en la definición de los 
grandes riesgos, la determinación de la ley 
aplicable, los seguros obligatorios y los pro­
cedimientos de acceso y de ejercicio relati­
vos, respectivamente, a los grandes riesgos y 
a los riesgos de masa. 

Por el contrario, siguen siendo objeto de es­
tudio otras cuestiones que revisten un as­
pecto más técnico, como por ejemplo las 
disposiciones que se refieren a las transmi­
siones de carteras o al cálculo de las reser­
vas técnicas. Por otra parte, las discusiones 
no han permitido hasta el momento llegar a 
una solución unánimemente aceptable en lo 
que concierne a la aplicación de las normas 
relativas a la congruencia o al modo de re­
gular determinados seguros, como el seguro 
de construcción en Francia o el seguro de 
incendios inmobiliario en Dinamarca. Lo 
mismo sucede con los problemas fiscales (la 
cuestión de los modos de percepción y de 
control). Por último, la delimitación entre la 
libre prestación de servicios y el estableci­
miento en el sector del seguro directo sigue 
siendo objeto de controversia. 
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2. Para la incorporación de la citada Direc­
tiva 78/473 al Derecho interno, la Repú­
blica Francesa ha promulgado la Ley 
n° 81-5 de 7 de enero de 1981, relativa al 
contrato de seguro y a las operaciones de 
capitalización (JORF de 8.1.1981, p. 194), 
así como el Decreto n° 81-443, de 7 de 
mayo de 1981, que modifica el Código de 
seguros en lo relativo al coaseguro comuni­
tario (JORF de 9.5.1981, p. 1303). 

a) El artículo 36 de la Ley de 7 de enero de 
1981 dispone que «la empresa de seguros 
francesa o extranjera que asuma, mediante 
un contrato de coaseguro comunitario, la 
función de entidad abridora, deberá estar 
autorizada con arreglo a las condiciones del 
artículo L 321-1 del Código de seguros». A 
tenor de este último artículo, «las empresas 
sometidas al control del Estado únicamente 
podrán comenzar sus operaciones previa ob­
tención de autorización administrativa». 

Por otra parte, el apartado 1 del artículo 
R 321-7 del Código de seguros prevé que 
«toda solicitud de autorización administra­
tiva presentada por una empresa extranjera 
cuyo domicilio social se halle situado en el 
territorio de un Estado miembro de la Co­
munidad Económica Europea deberá [...] in­
cluir [...] la prueba de que la empresa posee 
en el territorio de la República Francesa, 
para sus operaciones en dicho territorio, 
una sucursal en donde designa domicilio». 

Por otra parte, conviene mencionar el artí­
culo 1004 del Código de los impuestos, a 
cuyo tenor «los aseguradores extranjeros es­
tarán obligados [...] a obtener la autoriza­
ción por los servicios fiscales de un repre­
sentante francés personalmente responsable 
del impuesto y de las sanciones». 

b) El Decreto de 7 de mayo de 1981, pro­
mulgado para la aplicación de la mencio­
nada Ley, prevé la determinación de umbra­
les de garantía, por encima de los cuales po­
drán tener lugar las operaciones de coase­
guro comunitario. 

3. Estimando que la normativa francesa era 
contraria a las disposiciones del Tratado en 
materia de libre prestación de servicios, la 
Comisión envió al Gobierno francés, el 7 de 
enero de 1982, un escrito de requerimiento 
con arreglo al párrafo 1 del artículo 169 del 
Tratado. 

En dicho escrito, la Comisión alega en par­
ticular, por una parte, que la obligación, 
para las empresas que no están establecidas 
en Francia y que pretendan asumir la fun­
ción de entidad abridora, de establecerse en 
Francia o bien de solicitar autorización pre­
via, constituye una restricción a la libre 
prestación de servicios prohibida por los ar­
tículos 59 y 60 del Tratado CEE y, por otra 
parte, que el establecimiento de umbrales de 
garantía, por encima de los cuales se permi­
tan las operaciones de coaseguro comunita­
rio, produce el efecto de excluir todas las 
prestaciones de servicios referidas a riesgos 
distintos de los contemplados por dicho De­
creto, e infringe así los derechos derivados 
de los artículos 59 y 60 del Tratado. 

En su respuesta de 6 de abril de 1982, el 
Gobierno francés alegó especialmente que la 
Ley de 7 de enero de 1981 (y en particular 
su artículo 36) recogía la redacción de la le­
tra c) del apartado 1 del artículo 2 de la Di­
rectiva 78/473 y, por ello, no podría ser 
contraria a lo dispuesto por el Tratado. En 
lo que se refiere al Decreto de 7 de mayo de 
1981, el Gobierno francés añade que dicho 
texto se limita a prever importes máximos, 
que exigen medidas de ejecución a dictar 
por el Ministro de Economía y Finanzas. 

El 3 de septiembre de 1982, la Comisión 
emitió el dictamen motivado, con arreglo al 
párrafo primero del artículo 169 del Tra­
tado. En dicho dictamen sostuvo que la 
obligación de establecimiento o de autoriza­
ción previa, impuesta por la legislación fran­
cesa, constituía una restricción prohibida 
por el artículo 59 del Tratado. Dicha res­
tricción no está justificada, dado que todas 
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las empresas de seguros de la Comunidad se 
encuentran en la actualidad sometidas, en 
todos los Estados miembros, a un procedi­
miento común de autorización establecido 
por el artículo 6 de la Directiva 73/239. 

En virtud del principio del mutuo reconoci­
miento de las autorizaciones concedidas de 
este modo, añade la Comisión, los Estados 
miembros deberán permitir el pleno ejercicio 
de la libre prestación de servicios a las em­
presas comunitarias que no estén estableci­
das en su territorio. Por estas mismas razo­
nes, la libertad de prestación de servicios no 
puede limitarse en función de la importancia 
y naturaleza de los riesgos. 

Se instó al Gobierno francés a que pusiese 
fin a la infracción en un plazo de dos meses, 
a contar desde la notificación del dictamen 
motivado. 

Mediante carta de 17 de diciembre de 1982, 
el Gobierno francés contestó al dictamen 
motivado. Mantuvo su punto de vista, ha­
ciendo referencia en particular a las exigen­
cias específicas de los controles en los cam­
pos de la tributación y de las normas impe­
rativas, así como a la imposibilidad, por 
parte de las autoridades del Estado miembro 
de establecimiento, de efectuar los controles 
adecuados. 

Mediante escrito de 29 de septiembre de 
1983, la Comisión interpuso el presente re­
curso. 

4. El recurso fue registrado en la Secretaría 
del Tribunal de Justicia el 3 de octubre de 
1983. 

Mediante demandas presentadas en la Se­
cretaría del Tribunal de Justicia los días 6 y 
9 de febrero de 1984, respectivamente, el 
Reino Unido y el Reino de los Países Bajos 
solicitaron que se admitiese su intervención 

en apoyo de las pretensiones de la Comi­
sión. Mediante demandas presentadas en la 
Secretaría del Tribunal de Justicia los días 
22 de diciembre de 1983 y 3, 8 y 14 de fe­
brero de 1984 respectivamente, la República 
Italiana, el Reino de Bélgica, la República 
Federal de Alemania e Irlanda solicitaron 
que se admitiese su intervención en apoyo 
de las pretensiones de la parte demandada. 

Mediante autos de 18 de enero y de 29 de 
febrero de 1984, el Tribunal, después de ha­
ber oído al Abogado General, decidió admi­
tir las intervenciones, en aplicación del artí­
culo 93 del Reglamento de Procedimiento. 

Previo informe del Juez Ponente y oído el 
Abogado General, el Tribunal decidió ini­
ciar la fase oral sin previo recibimiento a 
prueba. No obstante, de conformidad con el 
artículo 21 del Estatuto del Tribunal de Jus­
ticia de la CEE, pidió a la Comisión y al 
Gobierno francés que, antes de la vista, con­
testasen por escrito a ciertas preguntas y que 
facilitasen al Tribunal determinadas infor­
maciones relativas esencialmente a la inter­
pretación de la Directiva 78/473, al estado 
de los trabajos relativos al proyecto de se­
gunda Directiva en materia de seguro di­
recto distinto del seguro de vida, a la evolu­
ción del coaseguro comunitario, a las regu­
laciones y prácticas nacionales en materia de 
autorización de las actividades de coase­
guro, así como a los umbrales para la apli­
cación de las normas sobre coaseguro. En 
respuesta a dichas preguntas, se facilitaron 
al Tribunal cierto número de informaciones 
y de documentos, que se tienen en cuenta, 
en lo esencial, en la exposición de los he­
chos y de los motivos y alegaciones de las 
partes. 

II. Pretensiones de las partes 

La Comisión, apoyada por el Reino Unido y 
el Reino de los Países Bajos, solicita al Tri­
bunal que: 
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— Declare que la República Francesa, 

a) al adoptar la Ley n° 81-5, de 7 de 
enero de 1981, y el Decreto 
n° 81-443, de 7 de mayo de 1981, 
que obligan a las empresas de seguros 
comunitarias a establecerse en Fran­
cia o a someterse a un procedimiento 
de autorización previa para poder 
realizar en Francia, asumiendo la 
función de entidad abridora, presta­
ciones de servicios en el sector del 
coaseguro, ha incumplido las obliga­
ciones que le incumben en virtud de 
los artículos 59 y 60 del Tratado; 

b) al adoptar el Decreto n° 81-443, de 7 
de mayo de 1981, que impide a las 
empresas de seguros comunitarias no 
establecidas en Francia participar en 
operaciones de coaseguro relativas a 
riesgos que, debido a su naturaleza o 
a su importancia, no están contem­
plados por el artículo 1 del Decreto 
en cuestión, ha incumplido las obliga­
ciones que le incumben en virtud de 
los artículos 59 y 60 del Tratado; 

c) al aplicar, mediante decisiones de las 
autoridades nacionales, las disposi­
ciones legales y reglamentarias con­
templadas en los puntos a) y b) ante­
riores, en lugar de las disposiciones 
de los artículos 59 y 60 del Tratado, 
ha incumplido las obligaciones deri­
vadas del efecto directo de dichas 
disposiciones del Tratado y del prin­
cipio de la primacía del Derecho co­
munitario. 

— Condene en costas a la República Fran­
cesa. 

La República Francesa, apoyada por la Re­
pública Italiana, el Reino de Bélgica, la Re­
pública Federal de Alemania e Irlanda, soli­
cita al Tribunal que: 

— Desestime el recurso. 

— Condene en costas a la Comisión. 

III. Motivos y alegaciones de las partes 

1. Sobre la admisibilidad 

a) Los Gobiernos francés, italiano e irlandés 
se preguntan sobre la admisibilidad del pre­
sente recurso por cuanto se dirige, indirec­
tamente y fuera del plazo prescrito por el 
artículo 173 del Tratado, contra la Directiva 
78/473. En realidad, la Comisión está im­
pugnando la validez de dicha Directiva res­
pecto a los artículos 59 y 60 del Tratado. 

b) La Comisión replica que las Directivas de 
coordinación en esta materia tienen por ob­
jeto facilitar la libertad de los servicios de 
seguros y deben, por ello, interpretarse de 
conformidad con las disposiciones del Tra­
tado. 

2. Sobre el fondo 

a) Observaciones generales sobre las disposi­
ciones del Tratado en materia de libre presta­
ción de servicios y sobre las Directivas de ar­
monización 

aa) La Comisión alega que los artículos 59 
y 60 del Tratado tienen por objeto la supre­
sión inmediata de las restricciones a la libre 
prestación de servicios. Según la jurispru­
dencia sentada por el Tribunal de Justicia, 
dichas disposiciones tienen efecto directo y 
confieren a los particulares derechos que los 
órganos jurisdiccionales nacionales están 
obligados a salvaguardar. Al no contener 
ninguna excepción ratione materiae, dichas 
disposiciones habrán de aplicarse asimismo 
al sector de los seguros, sea cual sea la natu­
raleza o la magnitud de los riesgos cubier­
tos. 

Su alcance no puede limitarse mediante dis­
posiciones de Derecho comunitario deri­
vado, ni supeditarse a la aplicación de D¡-
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rectivas de coordinación dictadas de confor­
midad con el apartado 2 del artículo 57 del 
Tratado, pues tales Directivas no tienen por 
objeto establecer sino solamente facilitar las 
libertades del Tratado, eliminando las dispa­
ridades existentes entre legislaciones nacio­
nales no discriminatorias. 

La Comisión añade que el párrafo 3 del ar­
tículo 60 del Tratado, a cuyo tenor el pres­
tador de un servicio se halla sometido a las 
mismas condiciones que las que el Estado 
miembro donde se lleva a cabo la prestación 
impone a sus propios nacionales, no resulta 
aplicable al caso de autos, dado que con­
templa únicamente el caso en que el presta­
dor ha de ejercer su actividad mediante una 
presencia física en el país donde se lleva a 
cabo la prestación, pero no el hecho de que 
el servicio prestado produzca efectos en el 
país destinatario, como sucede cuando el 
riesgo cubierto está situado en dicho país. 

Por lo que respecta a la Directiva 78/473 
(Directiva sobre coaseguro), la Comisión 
explica que ella presentó su propuesta origi­
naria al Consejo en mayo de 1974, es decir, 
antes de la sentencia de 3 de diciembre de 
1974 (Van Binsbergen, 33/74, Rec. 1974, 
p. 1299). Por consiguiente, el texto estaba 
todavía basado en la opinión de que los Es­
tados miembros tenían derecho a prever en 
su legislación disposiciones relativas al esta­
blecimiento de la entidad abridora y de que 
el derecho a la libre prestación de servicios 
en el sector del coaseguro dependía, lo 
mismo para la entidad abridora que para los 
demás coaseguradores, de la adopción por 
el Consejo de directivas apropiadas. 

No obstante, la Comisión mantuvo, a partir 
de su propuesta modificada de mayo de 
1975, la opinión de que el objetivo de la Di­

rectiva no podía ser el de liberar el coase­
guro comunitario, sino únicamente el de fa­
cilitarlo, y de que ya no eran aplicables las 
disposiciones nacionales relativas a la fija­
ción del lugar de establecimiento de la enti­
dad abridora, por no resultar conformes al 
Tratado. Habida cuenta de que varios Esta­
dos miembros no aceptaron dicha opinión, 
la Comisión examinó la posibilidad de mo­
dificar el texto de manera que las operacio­
nes de coaseguro comunitario contempladas 
por la Directiva se limitasen a aquellas res­
pecto de las cuales el contrato se celebrase 
bajo la dirección de una entidad abridora 
establecida, bien en el país del riesgo, bien 
en el país del domicilio del tomador del se­
guro. No obstante, se había entendido. que 
la entidad abridora podía igualmente estar 
establecida en otro país que no fuese ni el 
del riesgo ni el del tomador, en cuyo caso 
no se beneficiaría de las facilidades de la 
Directiva. 

A este respecto, la Comisión remite a la de­
claración del Consejo de 23 de mayo de 
1978, anteriormente citada (véase p. 3667). 
Por consiguiente, la Comisión niega que la 
letra c) del apartado 1 del artículo 2 de la 
Directiva 78/473 pueda interpretarse en el 
sentido de que la entidad abridora deba es­
tar establecida en el país del riesgo o de que 
los Estados miembros tengan la facultad de 
exigir que esté establecida allí. 

bb) El Gobierno británico añade que, a te­
nor de las sentencias de 18 de enero de 
1979 (van Wesemael, 110 y 111/78, Rec. 
1979, p. 35) y de 17 de diciembre de 1981 
(Webb, 279/80, Rec. 1981, p. 3305), las 
exigencias del artículo 59 del Tratado supo­
nen la eliminación de toda discriminación 
contra el prestador basada en su nacionali­
dad o en la circunstancia de que se encuen­
tre establecido en un Estado miembro dis­
tinto de aquél en que deba realizarse la 
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prestación. Dicha obligación comprende asi­
mismo la eliminación de las discriminaciones 
encubiertas. 

Si bien la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia deja a los Estados miembros la li­
bertad de aplicar su legislación nacional a 
los prestadores establecidos en otro Estado 
miembro en la medida en que dicha legisla­
ción esté objetivamente justificada, esta li­
bertad está sujeta, sin embargo, a dos reser­
vas: por una parte, la exigencia de una li­
cencia no está justificada cuando el presta­
dor establecido en otro Estado miembro ya 
esté allí en posesión de una licencia conce­
dida en condiciones semejantes y esas activi­
dades se hallen sometidas a una adecuada 
inspección, sea cual sea el Estado miembro 
destinatario de la prestación. Por otra parte, 
toda justificación debe ser considerada obje­
tivamente. Por consiguiente, deberán bus­
carse las disposiciones menos restrictivas, y 
dichas disposiciones deberán guardar pro­
porción con el resultado a alcanzar. La exis­
tencia de Directivas de armonización en el 
sector considerado reduce todavía más el 
margen de la competencia nacional. 

ce) El Gobierno francés, por el contrario, es­
tima que el coaseguro comunitario reviste 
un carácter particular, en el sentido de la 
sentencia de 17 de diciembre de 1981 
(Webb, anteriormente citada). El coaseguro 
consiste en repartir la asunción de un riesgo 
entre varios aseguradores directos, cada uno 
de los cuales recibe una fracción de la prima 
proporcional a su participación en la cober­
tura. La entidad abridora es el asegurador 
encargado de determinar las condiciones de 
la cobertura del riesgo (redacción del con­
trato y fijación de la prima); durante la eje­
cución del contrato, actuará por cuenta de 
los demás coaseguradores (evaluación y per­
itaje de los daños; dirección de los procedi­
mientos contradictorios; cálculo de las obli­
gaciones técnicas). 

La armonización establecida en el sector de . 
los seguros por las Directivas 73/239 y 
78/473, según el Gobierno francés, es sola­
mente parcial y deja subsistir diferencias im­
portantes entre las legislaciones nacionales, 
especialmente en lo que se refiere a las mo­
dalidades prácticas de control de las empre­
sas. En relación con esto, el Gobierno fran­
cés señala que: 

— Las modalidades de valoración de las 
obligaciones técnicas (determinación del 
pasivo) se fijan por los Estados miem­
bros y están sometidas, por lo tanto, a 
normas y prácticas diversas. Dichas mo­
dalidades tienen sobre todo influencia en 
los resultados contables (beneficios o 
pérdidas). 

— La constitución del activo sólo ha sido 
armonizada en limitada medida por el 
apartado 2 del artículo 15 de la Direc­
tiva 73/239. Dicha disposición se con­
tenta con precisar que «las reservas téc­
nicas deberán estar representadas por 
activos equivalentes, congruentes y loca­
lizados en cada país de explotación», 
permitiendo no obstante a los Estados 
miembros conceder una flexibilización 
de las normas de congruencia y de loca-
lización. La previsión de las obligaciones 
técnicas (adquisición y posesión de una 
cantidad de activos equivalente a dichas 
obligaciones) se aplica en determinados 
Estados miembros (Francia, Bélgica, Di­
namarca, Italia, Luxemburgo) a la totali­
dad de las obligaciones técnicas sin de­
ducción de la parte de los reasegurado-
res en dichas obligaciones (previsión 
bruta), mientras que en otros Estados 
miembros (Alemania, Reino Unido, Paí­
ses Bajos) se aplica únicamente a la parte 
del asegurador, con exclusión de la parte 
correspondiente a los reaseguradores 
(previsión neta). 
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— Subsisten diferencias notables entre los 
sistemas jurídicos de los Estados miem­
bros en materia de relaciones entre el 
asegurador y el tomador. Este enfoque 
diverso concierne sobre todo a las con­
secuencias jurídicas del incumplimiento 
por el asegurado de su deber de infor­
mar al asegurador sobre las característi­
cas del riesgo (nulidad in radice del con­
trato, en el Derecho británico; nulidad 
del contrato únicamente cuando el ase­
gurado haya actuado de mala fe, en el 
Derecho francés). Los sistemas jurídicos 
difieren asimismo en lo referente a los 
«warranties», es decir, a las cláusulas del 
contrato que deben ser aplicadas estric­
tamente por el asegurado bajo pena de 
nulidad del contrato, y a las «bases of 
the contract clauses». 

dd) El Gobierno italiano suscribe sustancial-
mente las observaciones del Gobierno fran­
cés, a las que añade lo siguiente: La necesi­
dad de una coordinación más acentuada 
está reconocida en los considerandos de la 
Directiva 78/473, en cuyos términos dicha 
Directiva no constituye sino un «primer 
paso para la coordinación de todas las ope­
raciones que puedan practicarse en libre 
prestación de servicios». Hasta que no se 
consiga la suficiente armonización comuni­
taria, la libre prestación de servicios de se­
guros solamente podrá realizarse respetando 
determinadas condiciones, dentro de los lí­
mites de las disposiciones del Tratado. 

ee) El Gobierno belga precisa que los artícu­
los 59 y 60 del Tratado, de aplicación di­
recta, no tienen carácter absoluto. En pri­
mer lugar, la libre prestación de servicios 
tiene carácter residual, en el sentido de que 
deberá excluirse su aplicación cuando el 
ejercicio de una actividad se rija por las dis­
posiciones relativas a la libre circulación de 
mercancías, capitales y personas (párrafo 1 
del artículo 60 del Tratado). 

Además, en virtud del párrafo 3 del artículo 
60 del Tratado, la prestación de los servicios 
deberá llevarse a cabo con observancia de 
las disposiciones legales y reglamentarias vi­
gentes en el país destinatario .de la presta­
ción, haya desplazamiento físico del presta­
dor o actúe éste a través de intermediarios o 
por correspondencia. 

Por último, la interpretación de las disposi­
ciones del Tratado no puede hacerse sin re­
ferencia a las Directivas de armonización 
previstas por el apartado 2 del artículo 57 
del Tratado, de manera que la falta de ar­
monización puede justificar el manteni­
miento transitorio de medidas específicas, 
adaptadas a situaciones objetivas consecuen­
cia de dicha falta de armonización. 

ff) El Gobierno alemán estima que la defini­
ción del contenido de la libre prestación de 
servicios puede plantear dificultades cuando, 
en un Estado miembro, la prestación de ser­
vicios por prestadores establecidos en otro 
Estado miembro se enfrente a disposiciones 
a las que el prestador nacional esté también 
sometido. En este caso, se trataría de deter­
minar el alcance y los límites de la libre 
prestación de servicios, teniendo en cuenta, 
a la vez, el objetivo de la libre prestación de 
servicios como uno de los cuatro fundamen­
tos del mercado común, la voluntad de pro­
tección de la legislación nacional, los princi­
pios generales del Derecho comunitario 
(libre competencia e igualdad), y el grado 
de armonización del Derecho. 

gg) El Gobierno irlandés añade que, si bien 
la aplicabilidad directa de los artículos 59 y 
60 ha sido declarada por la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia, y aunque no se 
puede poner en duda la aplicabilidad ratione 
materiae de dichas disposiciones a las presta­
ciones en el sector de los seguros, existen 
sin embargo diferencias objetivas entre las 
diferentes categorías y tipos de seguros, 
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que, por razones de interés general, requeri­
rían un tratamiento distinto en el marco de 
dichos artículos. La decisión del Tribunal de 
Justicia debería, pues, limitarse estricta­
mente al sector del coaseguro. 

b) Sobre la obligación de la entidad abridora 
de establecerse en Francia o de someterse a un 
procedimiento previo de autorización 

aa) La Comisión sostiene, en primer lugar, 
que la República Francesa ha incumplido las 
obligaciones derivadas de los artículos 59 y 
60 del Tratado por cuanto la legislación 
francesa obliga a las empresas comunitarias 
de seguros a establecerse en Francia o a so­
meterse a un procedimiento de autorización 
previa para poder realizar allí, en calidad de 
entidad abridora, prestaciones de servicios 
en el sector del coaseguro. A este respecto, 
la Comisión precisa, en respuesta a una pre­
gunta del Tribunal de Justicia, que la infrac­
ción de los artículos 59 y 60 del Tratado 
implica asimismo, en su opinión, una defec­
tuosa incorporación de la Directiva 78/473, 
que debiera interpretarse de conformidad 
con el Tratado. 

Las restricciones impuestas por la legislación 
francesa en materia de establecimiento y de 
autorización de la entidad abridora no pue­
den justificarse por la posibilidad de que las 
empresas no establecidas en Francia incum­
plan las disposiciones imperativas adoptadas 
en interés general. 

Por una parte, ninguna medida preventiva 
podría evitar totalmente las infracciones co­
metidas deliberadamente. Por otra parte, 
por lo que se refiere al posible desconoci­
miento de las disposiciones imperativas na­
cionales, bastaría con que las autoridades 
francesas estableciesen la lista de tales dis­
posiciones. Esta tarea respondería, en parti­
cular, a las obligaciones derivadas del artí­
culo 5 del Tratado y de las diferentes dispo­

siciones de Derecho derivado que obligan a 
los Estados miembros a cooperar entre sí y 
a prestarse mutua asistencia (véase artículo 
33 de la Directiva 73/239 y artículos 6 y 8 
de la Directiva 78/473). 

Por otra parte, la comprobación de la ob­
servancia de las normas imperativas sólo 
puede razonablemente efectuarse al final de 
la realización de las prestaciones y no al 
principio; es decir, habría que orientar el 
procedimiento hacia los controles a poste­
riori. Vista desde este ángulo, la exigencia 
de una autorización previa resulta despro­
porcionada. 

Dicha obligación parece asimismo injustifi­
cada porque constituye una repetición inútil 
respecto a la autorización previa obligatoria 
que las empresas deben obtener de las auto­
ridades públicas del Estado del lugar de es­
tablecimiento (artículo 6 de la Directiva 
73/239), y porque privaría de todo alcance 
efectivo al principio del reconocimiento re­
cíproco de documentos y certificados que 
sean objeto de coordinación a nivel comuni­
tario. 

La única función que la autorización previa 
podría desempeñar sería la de permitir con­
trolar la honestidad y competencia profesio­
nales requeridas en general y la situación fi­
nanciera de las empresas no establecidas en 
Francia. Ahora bien, de los artículos 8, 
apartado 3, 10, apartado 3, 13, 14, 15 y 19 
de la Directiva 73/239, así como del artí­
culo 5 de la Directiva 78/473, se desprende 
que estos controles caen ahora exclusiva­
mente dentro de la competencia de las auto­
ridades del Estado del lugar de estableci­
miento. 

Por último, conviene señalar que la exigen­
cia de una autorización previa produce una 
discriminación indirecta o encubierta, 
puesto que se da el mismo trato a empresas 
que no se encuentran en la misma situación: 
las empresas francesas, en efecto, única­
mente están sometidas a autorización al co-
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mienzo de sus actividades, mientras que las 
empresas establecidas en otro Estado miem­
bro y que ya han sido autorizadas allí, se 
ven obligadas a solicitar de nuevo una auto­
rización. 

La Comisión añade que habida cuenta de 
los medios de detección y de intervención 
de que dispone el Estado miembro donde se 
realiza la prestación, no es de recibo en el 
caso de autos la alegación según la cual el 
Estado miembro del lugar de estableci­
miento se encuentra en la imposibilidad de 
ejercer una inspección adecuada sobre las 
actividades ejercidas en el extranjero. 

Por una parte, existen numerosos medios di­
rectos de control vinculados a los diversos 
contactos que todo asegurador o tomador 
de seguro debe necesariamente tener con las 
autoridades del Estado donde se realiza la 
prestación, por ejemplo, con ocasión del 
pago de los impuestos y tasas o con motivo 
del control de cambios o de la fiscalización 
de las cuentas de las sociedades. 

Por otra parte, la obligación de colabora­
ción estrecha entre las autoridades de con­
trol de los Estados miembros y la obligación 
de facilitar información impuesta a las em­
presas (véanse artículos 13, 14, 19 y 33 de la 
Directiva 73/239 y artículos 5 y 6 de la Di­
rectiva 78/473) proporcionan medios indi­
rectos de control. 

A petición del Tribunal de Justicia, la Comi­
sión presentó, por otra parte, un esquema 
de las regulaciones y prácticas nacionales 
relativas a la prestación de servicios en el 
sector del coaseguro, aplicadas en los Esta­
dos miembros distintos de Francia y Dina­
marca. Este bosquejo pone de manifiesto la 
enorme divergencia existente entre las legis­
laciones de los diferentes países. 

Por lo que se refiere a la exigencia de una 
autorización, resulta que ciertos Estados 

miembros (Países Bajos, Reino Unido) per­
miten generalmente que una empresa no au­
torizada en dichos Estados cubra riesgos si­
tuados en su territorio o celebre contratos 
con sus residentes, bien como entidad abri­
dora, bien como coasegurador distinto de la 
entidad abridora. Por el contrario, otros Es­
tados miembros (Bélgica, República Federal 
de Alemania, Irlanda, Luxemburgo) única­
mente permiten este tipo de actividad en de­
terminadas condiciones, en particular 
cuando el riesgo asegurado alcanza ciertos 
umbrales cuantitativos. Por último, ciertos 
Estados miembros (Grecia, Italia) parecen 
excluir con carácter general que empresas 
no autorizadas en dichos Estados ejerzan 
tales actividades. 

La Comisión precisa que, cuando se exige 
una autorización, se trata siempre de una 
autorización del tipo contemplado por la 
primera Directiva de coordinación (73/239), 
que se concede a las propias empresas de se­
guros (pero no a sus posibles intermediarios) 
y está vinculada de un modo u otro al re­
quisito del establecimiento. 

En cuanto a las garantías financieras exigi­
das a las empresas de seguros, la Comisión 
señala que en todos los casos en que a una 
empresa de seguros, establecida en otro Es­
tado miembro y que no ha recibido autori­
zación en el primer Estado, se le permite ce­
lebrar un contrato de seguro con un resi­
dente de ese primer Estado miembro o cu­
brir un riesgo situado en su territorio, este 
propio Estado miembro no impone el res­
peto de ninguna garantía financiera. Por 
consiguiente, corresponde al Estado miem­
bro del lugar de establecimiento de la em­
presa y, en su caso, al Estado del lugar de 
su domicilio social, controlar la seguridad 
financiera del contrato y de la empresa. Esto 
resulta conforme con la interpretación que 
la Comisión hace de la Directiva 73/239, 
según la cual incumbe efectuar dicho con- -
trol financiero al Estado miembro del lugar 
de establecimiento y al Estado miembro del 
domicilio social de la empresa. 
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bb) El Gobierno británico observa que los 
tomadores en el coaseguro son general­
mente empresas industriales y comerciales 
de dimensiones importantes, que disponen 
de recursos considerables y de asesores 
competentes, y que, por consiguiente, no 
necesitan de especial protección. Además, a 
diferencia, por ejemplo, del mercado de tra­
bajo, la actividad de coaseguro no genera 
peligro alguno de disturbios sociales. 

En esta perspectiva, la letra c) del apartado 
1 del artículo 2 de la Directiva 78/473, rela­
tiva a la autorización de la entidad abridora, 
deberá interpretarse en un sentido compati­
ble con el Tratado, como relativa única­
mente a la autorización concedida en cual­
quier Estado miembro de la Comunidad. 

La legislación francesa resulta discriminato­
ria en la medida en que somete a las empre­
sas de los demás Estados miembros a la exi­
gencia de una doble autorización dentro de 
la Comunidad, mientras que las empresas 
francesas están sujetas a una sola autoriza­
ción. Dicha discriminación es particular­
mente manifiesta si se tiene en cuenta que 
los aseguradores sólo participan ocasional­
mente en una operación de coaseguro y 
que, por ello, la obligación de estableci­
miento hace que dicha operación no sea 
rentable. 

La alegación del Gobierno francés relativa a 
las pretendidas dificultades de interpretación 
de la legislación francesa parece ignorar la 
posibilidad que tienen los tomadores de se­
guros domiciliados en Francia de interponer 
'allí recursos (véanse artículos 8 y 9 del Con­
venio de 27 de septiembre de 1968 relativo a 
la competencia judicial y a la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil). 

La percepción de los impuestos puede ga­
rantizarse por medio de las numerosas rela­
ciones existentes entre el asegurador o el 
asegurado y el Estado perceptor. Puede rea­

lizarse, por ejemplo, en el momento en que 
las cantidades pagadas en concepto de pri­
mas salen del país o mediante la fórmula de 
obligar al tomador del seguro a deducir el 
impuesto exigible de la prima debida al ase­
gurador. 

Por último, conviene observar que la exi­
gencia de autorización o de establecimiento 
puede garantizar únicamente la situación fi­
nanciera, el juego limpio y la honestidad de 
las empresas de seguros, pero no puede evi­
tar las infracciones de la legislación nacio­
nal, contra las que sólo cabe proceder una 
vez que se hayan cometido. 

ce) El Gobierno neerlandés observa que de 
los antecedentes de la Directiva 78/473 se 
deduce que la letra c) del apartado 1 de su 
artículo 2 no obliga a la entidad abridora a 
solicitar la autorización del Estado miembro 
donde radica el riesgo. 

En efecto, el proyecto inicial presentado por 
la Comisión al Consejo permitía todavía a 
los Estados miembros prever que la entidad 
abridora había de estar establecida en el Es­
tado donde radica el riesgo. En el proyecto 
modificado, sin embargo, dicha disposición 
fue suprimida como consecuencia de la sen­
tencia de 3 de diciembre de 1974 (van Bins-
bergen, 33/74, Rec. 1974, p. 1299), al con­
siderarse que una legislación nacional que 
previese que la entidad abridora debía esta­
blecerse en el territorio de un Estado miem­
bro determinado resultaba contraria al artí­
culo 59 del Tratado, según había sido inter­
pretado por el Tribunal de Justicia. 

No existe motivo que permita exigir el esta­
blecimiento o la autorización del Estado 
miembro donde se realiza la prestación. En 
primer lugar, las condiciones esenciales que 
permiten ejercer un control responsable so­
bre las actividades de seguro directo de da­
ños han sido coordinadas por Directivas de 
armonización (véanse artículos 13, 14, 19, 
apartado 2, y 33 de la Directiva 73/239; ar­
tículo 6 de la Directiva 78/473). 
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Además, el requisito de establecimiento o de 
autorización para las entidades abridoras 
trae como consecuencia un doble control 
que constituye una discriminación injustifi­
cada de los aseguradores establecidos en 
otros Estados miembros con respecto a los 
aseguradores franceses. 

Por último, la exigencia de un estableci­
miento o de una autorización en el Estado 
miembro donde se realiza la prestación tam­
poco resulta necesaria para garantizar la 
percepción de los impuestos que gravan los 
seguros, ya que, a este respecto, bastaría 
con disponer que el impuesto sea pagado 
por el tomador del seguro. El coaseguro 
únicamente versa sobre seguros en los que el 
tomador ejerce una profesión o una activi­
dad industrial y debe, por ello, llevar conta­
bilidad. Por consiguiente, será en todo mo­
mento posible controlar a posteriori si se han 
concertado seguros y si el impuesto que 
grava los seguros ha sido pagado. 

dd) Según el Gobierno francés, la Directiva 
78/473 puede interpretarse de dos maneras: 

Según una primera interpretación, habría de 
entenderse que la letra c) del apartado 1 del 
artículo 2 de dicha Directiva, en relación 
con el artículo 6 de la Directiva 73/239, 
exige la autorización en el Estado miembro 
donde radica el riesgo, y la letra d) del 
apartado 1 del artículo 2 de la Directiva 
78/473 habría de entenderse en el sentido 
de que al menos uno de los coaseguradores 
debe intervenir como prestador de servicios. 

Esta interpretación constituye un enfoque 
pragmático de la libre prestación de servi­
cios, en la que los requisitos exigidos para 
desempeñar la función de entidad abridora 
estarían compensados por la posibilidad 
ofrecida a los demás coaseguradores de 
operar permanentemente en el ejercicio de 
la libre prestación de servicios dentro de un 
mercado, sin necesidad de estar establecidos 
en el mismo. 

La autorización a la entidad abridora res­
ponde, además, a un imperativo técnico 
propio a la profesión, que exige, para el se­
guro directo, la presencia de una estructura 
permanente en el Estado donde se realiza la 
prestación, habida cuenta de la larga dura­
ción de la relación entre el asegurador y el 
tomador y de la naturaleza del servicio pres­
tado (reparación de las consecuencias pecu­
niarias de un suceso). 

Según una segunda interpretación, la Direc­
tiva 78/473 tiene como único objetivo ar­
monizar ciertas prescripciones técnicas rela­
tivas a las operaciones de coaseguro comu­
nitario que reúnan los requisitos estableci­
dos por sus artículos 1 y 2. En esta perspec­
tiva, el artículo 2 establece únicamente el 
ámbito de aplicación de la Directiva, que 
sólo abarca las operaciones encabezadas por 
un asegurador autorizado en el Estado 
donde radica el riesgo. 

Según esta segunda interpretación, la Direc­
tiva pretende únicamente la coordinación de 
ciertos requisitos financieros del coaseguro 
que son los únicos que pueden imponerse a 
los coaseguradores que deseen participar en 
una operación de coaseguro en libre presta­
ción de servicios. 

Según el Gobierno francés, el Tribunal de 
Justicia ha reconocido, en la sentencia de 17 
de diciembre de 1981 (Webb, ya citada), la 
legalidad de las autorizaciones previas a la 
prestación de servicios, basándose, por una 
parte, en la especial naturaleza de determi­
nadas prestaciones de servicios, y, por otra, 
en el hecho de que, a diferencia de las per­
sonas físicas o jurídicas establecidas, el pres­
tador tiene la posibilidad de sustraerse al 
control de las autoridades del país donde se 
realiza la prestación en lo que toca al res­
peto de la deontologia, de la responsabili­
dad, de la protección de terceros y de las 
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normas de orden público. En el caso de au­
tos, conviene considerar que la autorización 
previa en el sector del coaseguro obedece a 
razones de interés general referidas, en par­
ticular, al orden público, económico, mone­
tario y financiero, así como a la protección 
de los asegurados y de las víctimas de los 
daños. La libre prestación de servicios en 
materia de seguro se lleva a cabo exclusiva­
mente por sociedades, y no por personas fí­
sicas como en otros sectores de la actividad 
por cuenta propia. Las compañías de segu­
ros no se encuentran, por consiguiente, con 
ninguna de las limitaciones físicas caracterís­
ticas de la libre prestación efectuada por in­
dividuos, sino que pueden operar permanen­
temente en un mercado determinado sin es­
tar representados en él. 

La exigencia de autorización no va más allá 
de la finalidad perseguida por la legislación 
francesa, habida cuenta de que los controles 
a posteriori no permiten garantizar el cum­
plimiento de las disposiciones de orden fis­
cal, en particular por lo que respecta al con­
trol de cambios relativos a la transferencia 
de las primas. A este respecto, no es posible 
contar con los diversos contactos que, con 
motivo del pago de los impuestos y tasas, 
tiene el asegurador con las autoridades de 
control del Estado donde se realiza la pres­
tación, puesto que el objetivo del defrauda­
dor es precisamente evitar todo contacto 
con la administración de Hacienda, ni tam­
poco con el control de la contabilidad y ba­
lances del tomador, porque no se puede sus­
tituir el control del asegurador por el del 
asegurado. 

Por último, la autorización de la entidad 
abridora es la medida menos coercitiva que 
puede tomarse para garantizar el respeto de 
disposiciones que responden a necesidades 
objetivas. Teniendo en cuenta que la autori­
zación únicamente se exige a la entidad 
abridora y no a los demás coaseguradores, 
un asegurador podrá participar siempre en 
un contrato de coaseguro comunitario sin 
estar sujeto a la exigencia de autorización. 

En respuesta a una pregunta formulada por . 
el Tribunal de Justicia, el Gobierno francés 
añade que la autorización dada al asegura­
dor delegado es análoga a la que se concede 
a los coaseguradores establecidos en Fran­
cia. No es exclusiva para una operación de 
coaseguro determinada, sino que autoriza a 
la empresa beneficiaria a contratar con ca­
rácter permanente en los ramos especifica­
dos, bien de manera individual, bien por la 
vía del coaseguro. En este último caso, la 
empresa podrá ser, ya entidad abridora, ya 
simple participante. 

La autorización se concede en las condicio­
nes establecidas por los artículos 6 y si­
guientes de la primera Directiva de coordi­
nación (73/239). La empresa tiene derecho 
a la autorización cuando reúne los requisi­
tos establecidos por la Directiva y dispone 
en Francia de un recurso jurisdiccional con­
tra toda decisión denegatoria. A diferencia 
de las reglas aplicables a las sucursales de las 
empresas no comunitarias, la Directiva 
73/239 no supedita la concesión de la auto­
rización administrativa ni a un depósito pre­
vio, ni a un aval bancario ni, de manera ge­
neral, a la existencia de cualquier activo en 
el territorio de los Estados miembros. 

ee) El Gobierno italiano señala que la pres­
tación de los servicios de seguro presenta un 
carácter especial por razón del cual —en el 
estado actual de legislaciones nacionales in­
suficientemente armonizadas— resulta con­
veniente que el Estado donde radica el 
riesgo exija el establecimiento de la entidad 
abridora. Tal exigencia responde al interés 
público, sin limitar de manera desproporcio­
nada la libre prestación de servicios. 

A este respecto, el Gobierno italiano se re­
fiere, en particular, al apartado 2 del artí­
culo 61 del Tratado, a cuyo tenor «la libera­
ción de los servicios bancários y de seguros 
vinculados a los movimientos de capitales se 
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realizará en armonía con la liberación pro­
gresiva de la circulación de capitales». Dicha 
disposición pone de manifiesto que es pre­
ciso previamente conseguir la libre circula­
ción y la libertad para la inversión de capi­
tales. Los seguros contra daños pueden im­
plicar transferencias importantes de capita­
les, tanto para el pago de las indemnizacio­
nes como para la colocación en divisas ex­
tranjeras de las reservas técnicas, cuyos ren­
dimientos financieros pueden tener influen­
cia en la fijación de los niveles tarifarios y, 
por consiguiente, en el libre juego de la 
competencia entre empresas establecidas en 
países diferentes. 

ff) El Gobierno belga sostiene que la Direc­
tiva 78/473 se basa en la hipótesis de que la 
entidad abridora ha sido autorizada en el 
país donde radica el riesgo. Unicamente si 
se parte de esta hipótesis no habrá motivos 
para exigir una autorización específica a los 
coaseguradores que tengan su domicilio so­
cial en otro Estado miembro. 

Esta concepción se deduce, en particular, de 
la letra c) del apartado 1 del artículo 2 de la 
Directiva 78/473, en relación con la Direc­
tiva 73/239, así como del apartado 1 del ar­
tículo 4 de la Directiva 78/473, en cuyos 
términos la reserva para siniestros pendien­
tes de liquidación será por lo menos igual a 
la determinada por la entidad abridora «de 
acuerdo con las normas o prácticas del Es­
tado en que esté establecida». 

La exigencia de previa autorización en el 
Estado de la prestación puede estar justifi­
cada por el carácter específico del sector de 
seguros y especialmente del coaseguro. El 
Contrato de seguro, por su complejidad y 
por el vocabulario muchas veces arcano que 
utiliza, supera las facultades de comprensión 
de la mayoría de los tomadores de seguros, 
que no pueden por ello tratar con el asegu­
rador en pie de igualdad. Por otra parte el 
seguro es un producto de alto tecnicismo 

que recurre a las leyes de probabilidad y de 
interés y que por lo tanto supone para el 
asegurador un elevado riesgo. 

A falta de una completa armonización, la 
exigencia de una autorización resulta nece­
saria, a la vez, para proteger al asegurado 
—incapaz de comprobar por sí mismo si la 
empresa presenta suficientes garantías finan­
cieras— y para evitar distorsiones de la 
competencia entre empresas establecidas y 
no establecidas y, por consiguiente, pertur­
baciones del orden público, económico y 
monetario en un Estado miembro. 

gg) El Gobierno alemán subraya la impor­
tancia de la decisión que se adopte para el 
conjunto del sector de los seguros. En parti­
cular, tendrá consecuencias para la respon­
sabilidad civil de automóviles que, con arre­
glo a la legislación alemana, únicamente 
puede asegurarse con una empresa de segu­
ros autorizada en el país donde se realice la 
actividad aseguradora. La obligación de ob­
tener la autorización constituye la contra­
partida necesaria de la obligación de asegu­
rar, que permite a todo poseedor de un ve­
hículo celebrar un contrato de seguro de 
responsabilidad civil de automóviles. Habida 
cuenta de que no se puede imponer esta 
obligación a las empresas de seguros extran­
jeras, éstas pueden seleccionar los riesgos 
más ventajosos, lo que ocasiona una distor­
sión de la competencia. 

La obligación de la entidad abridora de ob­
tener autorización en el Estado miembro del 
seguro deriva, según el Gobierno alemán, de 
la consideración conjunta de lo dispuesto 
por la letra c) del apartado 1 del artículo 2 
de la Directiva 78/473 y por el artículo 6 de 
la Directiva 73/239. Teniendo en cuenta 
que según esta última Directiva todas las 
empresas están obligadas a obtener autori­
zación, no habría sido necesaria una norma 
particular relativa a la autorización de la en­
tidad abridora si se hubiese considerado su­
ficiente la autorización en cualquier Estado 
miembro. 

3680 



COMISIÓN / FRANCIA 

Además, si la entidad abridora no precisase 
obtener autorización en el Estado de la acti­
vidad aseguradora, la regla de la letra d) del 
párrafo 1 del artículo 2 de la Directiva 
78/473 estaría desprovista de sentido, pues 
no se podría comprender la exigencia de 
que entre los aseguradores que desean con­
tratar conjuntamente un seguro en otro Es­
tado miembro, al menos dos, a saber, la en­
tidad abridora y un coasegurador, deban es­
tar establecidos en diferentes Estados miem­
bros. 

La obligación de la entidad abridora de ob­
tener autorización es conforme a los artícu­
los 59 y 60 del Tratado, ya que resulta in­
dispensable para asegurar el cumplimiento 
de una norma promulgada en interés gene­
ral. El sector de los seguros se incluye en 
varios Estados miembros entre los sectores 
económicos sujetos a una regulación espe­
cial y a un control intenso por parte del Es­
tado. En la República Federal de Alemania, 
dicho control se extiende, entre otros su­
puestos, a las bases jurídicas de los contratos 
de seguro, incluyendo sus condiciones gene­
rales y la comprobación de los formularios 
de solicitud y las pólizas de seguro. 

Estos controles sólo pueden garantizarlos 
las autoridades de un Estado miembro dis­
tinto de aquél en que se realice la presta­
ción, dado que la autorización prevista por 
la Directiva 73/239 sólo produce efectos en 
el territorio para el cual se ha concedido y 
que, además, las Directivas de armonización 
no prevén de manera obligatoria un control 
sobre la honestidad profesional ni la com­
probación de la competencia técnica de los 
administradores. 

hh) El Gobierno irlandés considera, lo 
mismo que los Gobiernos francés, belga y 
alemán, que la exigencia para la entidad ab­
ridora de previa autorización y de estableci­
miento en el Estado donde radica el riesgo 
se deriva directamente del texto de las Di­

rectivas de armonización. Esta interpreta­
ción viene corroborada, entre otras cosas, 
por los considerandos de la Directiva 
78/473, los cuales reconocen que «la enti­
dad abridora está mejor situada que los de­
más coaseguradores para evaluar los sinies­
tros y establecer el importe mínimo de las 
reservas para siniestros pendientes de liqui­
dación». Esta constatación implica que la 
entidad abridora posee más que un mero 
vínculo temporal con el mercado de seguros 
en el Estado donde radica el riesgo. 

La exigencia de autorización y de estableci­
miento resulta compatible con los artículos 
59 y 60 del Tratado, a la vista, en particu­
lar, de la sentencia de 17 de diciembre de 
1981 (Webb, ya citada). El sector de los se­
guros es, en efecto, un sector particular­
mente sensible que tiene repercusiones en el 
interés general. Con vistas a salvaguardar 
dicho interés, los seguros son objeto en to­
dos los Estados miembros de una regulación 
detallada, que incluye estrictos controles gu­
bernamentales. 

Conviene asimismo considerar que las ope­
raciones de seguros implican la transferencia 
de capitales importantes, tanto para el 
abono de las indemnizaciones como para la 
inversión de las reservas técnicas en mone­
das extranjeras. Esta circunstancia puede 
provocar importantes movimientos de capi­
tales que podrían perjudicar a algunos Esta­
dos miembros. 

c) Sobre la prohibición de las operaciones de 
coaseguro relativas a riesgos inferiores a deter­
minados umbrales 

aa) La Comisión y el Gobierno británico 
sostienen también que la República Francesa 
ha incumplido, además, las obligaciones de­
rivadas de los artículos 59 y 60 del Tratado, 
por cuanto la normativa francesa (Decreto 
de 7 de mayo de 1981) prohibe las opera­
ciones de coaseguro relativas a riesgos infe-
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riores a los contemplados por dicha norma­
tiva. Con arreglo a los artículos 59 y 60 del 
Tratado, las empresas comunitarias son li­
bres de efectuar todas las operaciones de 
coaseguro relativas a cualquier tipo de 
riesgo, sea cual sea su naturaleza o impor­
tancia. 

De un análisis de la normativa francesa se 
deduce que existen en la actualidad en 
Francia, por una parte, las operaciones de 
coaseguro que, en virtud de los umbrales es­
tablecidos unilateralmente por las autorida­
des francesas, se incluyen en el ámbito de 
aplicación de la Directiva 78/473, benefi­
ciándose de este modo de las ventajas deri­
vadas de la coordinación realizada por di­
cha Directiva y, por otra parte, las demás 
operaciones de coaseguro, que no pueden 
beneficiarse de las disposiciones de la Direc­
tiva y que, de este modo, siguen estando su­
jetas al régimen de Derecho común, es de­
cir, a la legislación nacional. 

En respuesta a una pregunta formulada por 
el Tribunal de Justicia, la Comisión precisa 
que, en su opinión, el coaseguro contem­
plado en la Directiva 78/473 es sólo una 
parte del coaseguro en general, que debe 
entenderse como el aseguramiento de un 
riesgo por varias empresas de seguros (coa­
seguradores), una de las cuales será la enti­
dad abridora, de forma no solidaria, por 
medio de un contrato único, mediante una 
primera global y para una misma duración. 
El coaseguro al que se aplica la Directiva 
78/473 no incluye, por ejemplo, la cober­
tura de riesgos pertenecientes a determina­
dos ramos ni el coaseguro de riesgos cuales­
quiera cuando todas las empresas de seguros 
participen en el mismo mediante un domici­
lio social o mediante una agencia o sucursal 
establecidos en el mismo Estado miembro. 

La Comisión estima que los artículos 59 y 
60 del Tratado se aplican a toda situación 

en que un coasegurador, incluyendo la enti­
dad abridora, cubra un riesgo o a un asegu­
rado situado en un Estado miembro distinto 
del Estado miembro de establecimiento 
(domicilio social, agencia o sucursal), mien­
tras que las disposiciones de la Directiva se 
refieren únicamente a riesgos cuya garantía, 
por la naturaleza o importancia de los mis­
mos, exija la participación de varios asegu­
radores. Por consiguiente, la República 
Francesa excluye indebidamente la aplica­
ción de los artículos 59 y 60 del Tratado a 
las operaciones de coaseguro que se sitúan 
por debajo de los umbrales que ella misma 
ha establecido. 

bb) En opinión de los Gobiernos francés, ita­
liano, alemán e irlandés, el establecimiento 
de umbrales no se ha efectuado unilateral­
mente, sino que constituye la consecuencia 
directa del apartado 2 del artículo 1 de la 
Directiva 78/473. Los umbrales impuestos 
por el Decreto de 7 de mayo de 1981 reco­
gen, en efecto, las cuantías aprobadas por la 
Conferencia de autoridades de control. 

La determinación de los umbrales obedece a 
una necesidad lógica. Como afirman los 
considerandos de la Directiva 78/473, la 
única razón de ser del coaseguro comunita­
rio es la de cubrir los riesgos que, «por su 
naturaleza o importancia puedan ser cubier­
tos por el coaseguro internacional», es decir, 
representen obligaciones que un asegurador 
no pueda razonablemente asumir en solita­
rio. 

En respuesta a una pregunta formulada por 
el Tribunal de Justicia, el Gobierno francés 
precisa que los umbrales fijados por la nor­
mativa francesa fueron determinados de 
conformidad con el informe elaborado por 
el primer grupo de trabajo sobre coaseguro 
comunitario, en aplicación de la primera de­
claración del Consejo en el acta de adop­
ción de la Directiva, formulada como sigue: 
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«El Consejo insta a las autoridades de con­
trol de los Estados miembros a adoptar, en 
colaboración con la Comisión, las medidas 
necesarias para elaborar, de común acuerdo 
y en el plazo de doce meses contados a par­
tir de la notificación de la Directiva, las 
grandes líneas de lo que debe entenderse 
por "naturaleza" e "importancia" de los 
riesgos que justifican el recurso a la técnica 
del coaseguro. 

»El Consejo admite que, por razones legis­
lativas y administrativas, los Estados miem­
bros puedan verse compelidos a incluir, en 
sus disposiciones que den fuerza legal a di­
cha Directiva, criterios que permitan la in­
terpretación del párrafo 1 del apartado 2 del 
artículo 1.» 

El grupo de trabajo, en su conjunto, consi­
deró necesario establecer, para la aplicación 
de la Directiva, además de un criterio cuali­
tativo relativo a la actividad profesional del 
tomador, límites cuantitativos variables en 
función de los ramos contemplados por el 
texto comunitario. Las cuantías establecidas 
por el Gobierno francés son las que han 
sido aprobadas por la mayoría de las autori­
dades de control, y corresponden, según los 
casos, a los riesgos representados. El Go­
bierno francés indica, además, que las cuan­
tías mencionadas en el artículo R 321-2 del 
Código de los seguros no constituyen sino 
límites superiores, debiendo precisarse ulte­
riormente los importes definitivos de los 
umbrales mediante Orden del Ministro de 
Economía y Hacienda. 

ce) Según el Gobierno belga, los artículos 1, 
apartado 2, y 8, párrafo 2, de la Directiva 
78/473 ponen de relieve que únicamente en 
la medida en que la Directiva ha comple­
tado la coordinación con respecto a deter­
minadas operaciones, puede dispensarse a 
los coaseguradores de los requisitos que se 
imponen a todo prestador en el país donde 
se realiza la prestación. Por el contrario, las 
demás operaciones se encuadran en el régi­
men general de la libre prestación de servi­
cios, que contiene limitaciones provisionales. 

d) Sobre la violación del efecto directo y de la 
primacía del Derecho comunitario 

aa) La Comisión alega, por último, que la 
República Francesa ha incumplido las obli­
gaciones derivadas del efecto directo de los 
artículos 59 y 60 del Tratado y del principio 
de la primacía del Derecho comunitario, por 
cuanto las autoridades francesas aplican una 
normativa nacional contraria a dichas dispo­
siciones del Tratado. 

Según ha declarado el Tribunal de Justicia 
en la sentencia de 9 de marzo de 1978 
(Simmenthal, 106/77, Rec. 1978, p. 629), 
añade la Comisión, las autoridades naciona­
les tienen la obligación de garantizar la 
plena eficacia de las disposiciones de Dere­
cho comunitario de efecto directo, dejando 
sin vigor, en uso de sus atribuciones, toda 
disposición contraria de su legislación na­
cional. 

Ahora bien, según la información de que 
dispone la Comisión, las autoridades france­
sas continúan exigiendo el cumplimiento de 
la normativa francesa en lo que se refiere 
tanto a la obligación impuesta a la entidad 
abridora de establecerse en Francia —o de 
someterse a un procedimiento de autoriza­
ción previa— como a la imposibilidad de 
participar en operaciones de coaseguro rela­
tivas a riesgos que no contempla la norma­
tiva francesa. 

En respuesta a una pregunta formulada por 
el Tribunal de Justicia, la Comisión añade 
que, al solicitar la declaración de un incum­
plimiento de las normas sobre el efecto di­
recto y la primacía de los artículos 59 y 60 
del Tratado, perseguía dos objetivos, a sa­
ber: por una parte, asegurar la aplicación 
inmediata de dichos artículos por las autori­
dades nacionales y, por otra, evitar a los 
particulares la vía de una cuestión prejudi­
cial para obtener el reconocimiento inme­
diato de sus derechos derivados de dichas 
disposiciones. 
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bb) Los Gobiernos francés, belga, alemán e 
irlandés replican en esencia que, al ser con­
forme al Derecho comunitario la normativa 
francesa, su aplicación tampoco puede cons­
tituir una infracción. 

IV. Respuestas a las preguntas formuladas 
por el Tribunal 

Además de los antecedentes de hecho de 
que ya se ha dado cuenta más arriba, de las 
respuestas facilitadas por la Comisión a las 
preguntas del Tribunal de Justicia se deduce 
que el informe sobre la evolución del coase­
guro, previsto en el artículo 9 de la Direc­
tiva 78/473, no ha sido aún remitido al 
Consejo. 

La Comisión indicó, por otra parte, que no 
disponía de elementos estadísticos suficien­
tes para poder informar al Tribunal acerca 
de la evolución del volumen del coaseguro 
comunitario. 

V. Fase oral 

La Comisión de las Comunidades Europeas, 
representada por los Sres. D. Gilmour y J. 
Delmoly, asistidos por los Sres. E. Stein-
dorff y A. Philip; el Gobierno francés, re­
presentado por el Sr. R. de Gouttes; el Go­
bierno británico, representado por los Abo­
gados N. Phillips y P. Lasok; el Gobierno 
neerlandés, representado por el Sr. D. J. 
Keur; el Gobierno italiano, representado 
por el Sr. O. Fiumara; el Gobierno belga, 
representado por los Sres. R. Hoebaer, G. 

Vernaillen y Ph. Beaufay, así como el Go­
bierno irlandés, representado por los Letra­
dos J. D. Cooke y J. O'Reilly, fueron oídos 
en la vista de los días 6 y 7 de noviembre de 
1985, en la que expusieron sus informes y 
respondieron a las preguntas formuladas por 
el Tribunal. 

En la vista, la Comisión precisó que su se­
gunda alegación no está dirigida contra la 
fijación unilateral de la cuantía de los um­
brales, sino contra la existencia misma de 
tales umbrales. Dicha alegación se basa en la 
tesis según la cual toda exigencia de autori­
zación y de establecimiento en materia de li­
bre prestación de servicios en el sector de 
los seguros resulta contraria a los artículos 
59 y 60 del Tratado, y en que los Estados 
miembros no pueden, al incorporar la Di­
rectiva 78/473, limitar la dispensa de las 
obligaciones de establecimiento y de autori­
zación únicamente a los coaseguradores que 
participen en aquellas actividades de seguro 
que, según la concepción de cada Estado, se 
hallen incluidas en el ámbito de aplicación 
Je la Directiva. 

El Abogado General presentó sus conclusio­
nes en audiencia pública el 20 de marzo de 
1986. 

U. Everling 
Juez Ponente 
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